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RESUMEN EJECUTIVO 

 

El presente trabajo de investigación tuvo como objetivo principal determinar el 

cumplimiento normativo en los procesos judiciales de la acción de protección, desde el análisis 

de la doctrina y la legislación ecuatoriana, estableciendo que esta garantía jurisdiccional permite 

que se pueda reclamar de manera directa y rápida, cuando existe la vulneración de los derechos, 

para que se reconozca y declare esta afectación de los derechos y se obligue mediante una 

sentencia a cumplir con la reparación integral inmediata o se dispone el cese de esta vulneración 

de derechos constitucionales. Para efectuar este estudio, se aplicó la investigación mixta, es 

decir cualitativa y cuantitativa, debido a que se analizaron los contenidos doctrinarios y sobre 

la acción de protección como garantía jurisdiccional directa, como mecanismo de garantía de 

derechos, con la aplicación de las técnicas de la revisión documental, entrevistas y encuestas, 

las cuales por medio de los instrumentos utilizados permitieron obtener como resultado que la 

acción de protección se puede interponer cuando existe la vulneración de los derechos 

constitucionales para que en la sentencia se expongan las medidas reparatorias idóneas para el 

caso, y el tiempo en el que se deben cumplir.  

 

PALABRAS CLAVE: ACCIÓN DE PROTECCIÓN, DERECHOS, PROCEDIMIENTO, 

VULNERACIÓN. 
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ABSTRACT 

 

The main objective of this research work was to determine the regulatory compliance in 

the judicial processes of the protection action, from the analysis of the doctrine and the 

Ecuadorian legislation, establishing that this jurisdictional guarantee allows that it can be 

claimed directly and quickly, when there is a violation of rights, so that this affectation of 

rights is recognized and declared and a judgment is forced to comply with immediate 

comprehensive reparation or the cessation of this violation of constitutional rights is ordered. 

To carry out this study, mixed research was applied, that is, qualitative and quantitative, due 

to the fact that the doctrinal contents and the protection action were analyzed as a direct 

jurisdictional guarantee, as a mechanism to guarantee rights, with the application of techniques 

of the documentary review, interviews and surveys, which through the instruments used 

allowed to obtain as a result that the protection action can be filed when there is a violation of 

constitutional rights so that the appropriate reparatory measures for the case are exposed in the 

sentence , and the time in which they must be fulfilled. 

 

KEYWORDS: PROTECTION ACTION, RIGHTS, PROCEDURE, VIOLATION. 
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INTRODUCCIÓN 

 

En el Ecuador el derecho se desarrolla conforme la evolución social, puesto que los 

cambios que se da en las relaciones de las personas conllevan a que se configuren leyes y con 

ello, también se realicen las respectivas modificaciones para que sean efectivas ante la realidad 

nacional.  Desde la vigencia de la Constitución de la república del año 2008 la descripción de 

un catálogo de derechos y principios, así como las garantías jurisdiccionales para su protección.  

 

Las garantías jurisdiccionales se han ido desarrollando y mejorando su descripción en 

la supra norma con la finalidad de amparar los derechos que han sido vulnerados o aún se 

encuentran siendo afectados, para reclamar su cese o reparación, tomando medidas inmediatas, 

cuando se presente la acción constitucional de acción de protección, la misma que en épocas 

pasadas tenía la denominación de acción de amparo, por ejemplo en el año 1998 se evidencia 

esta garantía en la Carta Magna ecuatoriana, la cual permitía cuando estaba vigente que las 

personas por sus propios derechos, pudieran recurrir ante el órgano judicial para tramitar esta 

acción.  

 

El presente estudio tiene como finalidad, realizar una revisión de la legislación y la 

doctrina que aborda la acción de protección, la cual nos permite garantizar los derechos 

constitucionales, actuando como un mecanismo idóneo para que se aplique cuando existen 

amenazas o violaciones de estos derechos. Para ello, también se revisó la naturaleza que 

permitió su creación y como ha venido evolucionando su aplicación en los últimos años, puesto 

que, su regulación se encuentra bajo la formalidad condicionada, para obtener mayor eficacia 

en la misma. 

 

La acción de protección como garantía jurisdiccional permite que cualquier persona de 

manera individual o en representación de un colectivo pueda actuar de forma inmediata para 
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proteger los derechos constitucionales o bienes jurídicos protegidos por la ley, mediante su uso, 

para ello, es necesario presentar un escrito exponiendo los hechos, sin la necesidad de contar 

con el patrocinio del abogado, pero debe argumentarse correctamente para comprender las 

circunstancias de los hechos e identificar de manera clara como suscitó esta vulneración. 

 

Al presentar la acción de protección se sortea a un Juez de primer nivel tendrá 

conocimiento de la acción, quien debe convocar a audiencia y en la audiencia, en primer 

momento el Juez otorga la palabra a la parte accionante para que exponga los hechos y los 

argumentos que se plasmaron en la demanda y lo que se exige para cesar o reparar esta acción 

u omisión que afecto los derechos. 

 

 

La práctica de las pruebas en la audiencia de la acción de protección deberá ser 

presentada por la parte afectada o de ser procedente se solicita a la parte accionada a que 

justifique su proceder, en caso de no justificar y validarse la existencia de esta violación de 

derechos constitucionales se procederá a aceptar esta acción y emitir medidas idóneas para 

restituirlos. En caso de no contar con las pruebas en ese momento el juzgador solicitará la 

obtención de la prueba o que se realicen las diligencias necesarias en el término de ocho días 

para acceder a ella, y poder emitir una decisión razonable y motivada en base a lo que establece 

la ley.  

 

La problemática se encuentra inmersa en determinar si al interponer esta acción de 

protección se garantiza de manera eficaz e inmediata la remediación o resarcimiento de los 

derechos violados por medio de esta acción, la cual tiene una formalidad condicionada y no 

requiere mayor labor probatoria que la que se necesita para demostrar los hechos, o de ser el 

caso justificarlos. 
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Para la aplicación de esta garantía constitucional no debería ser necesario agotar 

recursos, previamente, con lo que conlleva a una inadecuada aplicación de esta acción de 

protección con lo cual realizare un análisis de su eficacia e implementación en la Constitución 

y su aplicabilidad, funcionando como un mecanismo para reconocer el derecho vulnerado  

La relevancia jurídica de efectuar este estudio sobre la acción de protección se 

comprendió en que su efectividad depende si se demuestra la existencia de la afectación de los 

derechos constitucionales reconocidos, para reclamar la vulneración de los Derechos 

constitucionales, debiendo convocarse audiencia y ser resuelta de manera inmediata. 

Los objetivos de la presente investigación son:  

 

Objetivo general 

 

Determinar el cumplimiento normativo de derechos humanos en los procesos judiciales      

de la acción de protección, en el cantón Ibarra, provincia de Imbabura 

Objetivos específicos 

• Analizar el contenido doctrinario sobre la implementación e interpretación de la Acción 

de Protección dentro del territorio ecuatoriano. 

• Determinación de la aplicación de los derechos humanos dentro de los procesos de la 

acción de protección en el cantón Ibarra año 2022.  

• Establecer como se tutelan los derechos constitucionales con la presentación de la 

Acción de Protección e identificar en que casos se dictan las medidas reparatorias en el 

Ecuador en los últimos cinco años. 

 



 

 

15 

 

CAPITULO I 

 1. MARCO TEÓRICO 

1.1 Fundamentación teórica  

1.1.1 Garantías jurisdiccionales  

 

Las garantías jurisdiccionales se encuentran descritas en la Convención Americana de 

Derechos Humanos en el artículo 25, en el cual se expone que las garantías de los derechos 

deben estar aseguradas y en el caso de que exista la violación de estas, se pueda acceder a la 

justicia de manera inmediata. (Organización de los Estados Americanos, 1969). Cabe 

mencionar que, en el Ecuador desde la Constitución del año de 1967, se consagro la garantía 

de Amparo Constitucional como una medida únicamente cautelar, es decir únicamente tenía 

como objeto, que la persona afectada pueda presentar su caso para recibir una favorable 

sentencia. 

Al llegar al conocimiento del Juzgador, esta acción de protección, se sigue el trámite conforme 

a lo contemplado en la LOGJCC. 

Las normas que componen el "bloque de constitucionalidad" son las normas 

constitucionales, las normas adscritas a las disposiciones constitucionales y las normas 

que el Juez debe tener en cuenta al conocer de un recurso de amparo. Esta es la base de 

la distinción entre los análisis de constitucionalidad y de legalidad.  La jurisdicción 

constitucional, mediante las acciones jurisdiccionales y en particular la acción de 

protección estará encargada del primero y la jurisdicción contencioso administrativa del 

segundo. (Cordero & Yépez, 2015, pág. 82) 

 

La Constitución de la Republica del Ecuador en vigencia estipula principios y garantías 

direccionados a garantizar el cumplimiento de los derechos de cada ciudadano, así como 
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también promover que se efectué acciones que respalden la seguridad jurídica y la tutela 

efectiva. Por lo tanto, esta garantía jurisdiccional tiene como finalidad que el Juez que conoce 

de esta acción declare la existencia de la violación de un derecho, fijándose así día y hora para 

que se lleve a cabo la audiencia para determinar la admisibilidad de la acción de protección y 

se presenten las pruebas del caso, si se comprueba y declara la vulneración de estos derechos, 

el Juez ordena distintas medidas reparación para los derechos violados. 

 

Las garantías jurisdiccionales, contempladas dentro de los artículos 86 al 94 de la 

Constitución de la Republica del Ecuador del año 2008, corresponde a garantías secundarias 

que operan una vez se ha violado un derecho humano. Su implementación corresponde a los 

Jueces y Juezas de la República, desde la primera instancia hasta la Corte Constitucional “Tanto 

las disposiciones constitucionales, legales, jurisprudenciales y doctrinarias en la materia 

desarrollan las características, naturaleza, fines y efectos que deben tener estos mecanismos 

judiciales de exigibilidad y justiciabilidad de los derechos humanos” (Cordero & Yepéz, 2015, 

pág. 43). 

 

El sistema de medidas técnicas diseñadas para asegurar el desempeño regular de las 

actividades estatales incluye la justicia constitucional como uno de sus componentes. Estas 

funciones tienen en si mismas un carácter jurídico: constituyen actos jurídicos. En 

consecuencia, “tradicionalmente se distinguen las funciones estatales en legislación y 

ejecución, distinción en que se opone la creación o producción del Derecho a la aplicación del 

Derecho, considerada esta última como una simple reproducción” (Kelsen, 2011, pág. 254) 

El sistema de medidas técnicas diseñadas para asegurar el desempeño regular de las 

actividades estatales incluye la justicia constitucional como uno de sus componentes. Estas 

actividades tienen un carácter jurídico en sí mismas, ya que estos son actos jurídicos. Las 
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garantías jurisdiccionales en el Ecuador conforme a la Constitución de la República (2008) se 

encuentran descritas desde el artículo 88 hasta el 94, siendo las que se anuncian a continuación: 

Figura 1 

Garantías Jurisdiccionales según la Constitución de la Republica del Ecuador 

 

Tomado de: Constitución de la República del Ecuador (2008; Arts. 86-94). 

 

 

Las garantías jurisdiccionales en énfasis a lo prescrito en la Constitución, en su artículo 

86, decreta que cualquier persona puede presentar estas acciones ante el Juez competente del 

lugar en donde se vulneró el o los derechos constitucionales, caracterizada por ser rápida y 

eficaz, la cual se puede presentar cualquier día, de manera oral o escrita, sin formalidades.  Sin 

que sea necesario contar con el patrocinio de un abogado, notificando por los medios al alcance 

del Juez. 

Los principios constitucionales se centran en la defensa de la persona humana en su 

dignidad inherente y, en consecuencia, generalmente defienden los derechos que tienen 
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sus titulares a la hora de interponer una demanda o solicitar el restablecimiento de un 

derecho que les ha sido injustamente arrebatado. La prueba es un derecho constitucional 

de toda persona a que se admitan y actúen los medios probatorios ofrecidos por los 

sujetos procesales diferentes al juzgador y los valore apropiadamente, teniéndolos en 

cuenta en su sentencia o decisión. (García & Trelles, 2021, pág. 471) 

 

Una vez presentada esta acción, el Juez que conozca de la causa convocará 

inmediatamente a la audiencia pública, y en la audiencia deberá ordenar la practica de la prueba 

o de ser así el caso se designará comisiones para que puedan recabar las pruebas que permitan 

aclarar y sustentar el caso. Los argumentos que utilice la persona accionante se presumirán 

ciertos, cuando no se demuestre lo contrario, el juzgador deberá decidir si existió o no la 

vulneración de los derechos constitucionales, declarando en sentencia juntamente con las 

medidas de reparación.  

 

Utilizando este método, se mantienen las normas y la supremacía constitucionales, y 

cuando se produce una excepción, se activa una estructura jurídica temporal que cumple 

la ley o la constitución para ocupar su lugar. Dicho marco puede estar descrito 

genéricamente bajo la técnica de las cláusulas generales de apoderamiento o 

minuciosamente tipificado con la fórmula del estado excepcional, en la que se 

determinan tanto las emergencias cuanto las medidas extraordinarias a adoptar. 

(Garrido, 2021, pág. 25) 

 

Ante la Audiencia en la Corte Provincial, las sentencias de primera instancia son 

recurribles, y estos procedimientos concluyen cuando se ejecuta la sentencia y la reparación 

integral,  en caso de que no se cumpla con la sentencia, si la persona que ha transgredido los 

derechos es un servidor público se le destituirá de su cargo, pero si es una persona particular, 
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se hará efectiva la responsabilidad determinada en la Ley, todas estas sentencias ejecutoriadas 

de acción de protección son remitidas a la Corte Constitucional, para el desarrollo de su 

jurisprudencia.  (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

 

1.1.2 Acción de protección 

 

➢ Antecedentes históricos  

En la Constitución Política del Ecuador del año 1979 no se contemplaba la acción de 

amparo o acción de protección, en su artículo 141 establecía que el Tribunal de Garantías 

Constitucional tenía la responsabilidad de velar por el cumplimiento y respeto de la 

Constitución y las leyes, en su numeral 3,  estableció que las quejas de cualquier persona debido 

a la vulneración de la Supra Norma, este Tribunal tenía que preparar la acusación contra los 

responsables y presentar al plenario de Comisiones Legislativas a que enjuicien o se ordene 

seguir el juicio respectivo (Constitución Política del Ecuador; 1979; Art. 3) 

En la Constitución Política del año 1998 del Ecuador, se contempla por primera vez la 

acción de amparo, la cual tenia en teoría un carácter preferente, sumario y mixto, es decir, 

cautelar y reparatorio a la vez. Se podía utilizar para evitar la vulneración de un derecho 

fundamental como también para reparar el daño causado, en base al articulo 95 de la 

Constitución Política del año 1998 del Ecuador, esta acción tenia por objeto cesar, evitar la 

comisión, o remediar inmediatamente las consecuencias de la vulneración de un derecho 

fundamental, en caso de que las normas procesales que se opongan o disposiciones que retarden 

su aplicación (Constitución Política del Ecuador; 1998; Art. 95). 

 

En esta Meta Norma de 1998, la acción de amparo debía ser conocida por todos los 

jueces en cualquier día, porque todos era hábiles para su presentación, ante lo cual, el juez debía 

convocar a la audiencia de manera inmediata, para que las partes asistan y puedan ser 
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escuchadas en la audiencia pública dentro de las 24 horas subsiguientes. En el caso de existir 

suficientes argumentos que se comprendan como vulneración de un derecho, el Juez tenía 48 

horas des pues de la audiencia para dictar la resolución de cumplimiento obligatorio e 

inmediato, sin perjuicio de que se recurra a la apelación o revocatoria ante el Tribunal 

Constitucional. 

 

El incumplimiento de las medidas dictadas en base al reconocimiento de la vulneración 

de un derecho daba lugar a sanciones aplicables tanto a las personas o a las autoridades; en caso 

que los jueces violaran este procedimiento de amparo era susceptible de la imposición de una 

sanción. Finalmente, este apartado constitucional establece que en caso de que las normas 

procesales que se opongan o disposiciones que retarden su aplicación (Constitución Política del 

Ecuador, 1998). 

La Constitución de la Republica del Ecuador del año 2008 contempla por primera vez 

el aseguramiento jurisdiccional de la acción de protección, teniendo como finalidad alcanzar 

un Estado constitucional de derechos y justicia, en búsqueda del buen vivir, dejando de lado la 

concepción meramente legalista, sino trascendiendo a la realidad de la sociedad, teniendo en 

cuenta que si bien la supra norma contempla un conjunto de derechos también se debía 

contemplar los mecanismos de exigencia, como las garantías jurisdiccionales que permiten que 

se administre justicia ante la violación de derechos constitucionales. (Constitución de la 

República del Ecuador, 2008) 

 

La acción de protección es una garantía constitucional que actúa como un mecanismo 

procesal para que las personas naturales y jurídicas dada la ausencia de medios 

adecuados acudan mediante un procedimiento sencillo a la justicia constitucional para 

exigir la protección de sus derechos constitucionales por la vulneración ocasionada ya 
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sea por la acción u omisión de una autoridad pública o de un particular en determinadas 

circunstancias. (Zambrano & Gutiérrez, 2021, pág. 13) 

  

La acción de protección se consolida como una de las garantías que puede ser utilizada 

cuando se vulnera cualquier derecho contenido en la Supra Norma, así como en los 

Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos, lo cual permite que su aplicación sea en 

mayor proporción en relación con las otras garantías, puesto que esta permite asegurar cualquier 

derecho que haya vulnerado, por una persona privada o una autoridad pública. 

➢ Acción de protección en el Ecuador 

La acción de protección en el contexto nacional, sustituyo a la acción de amparo que se venía 

aplicando desde algunas décadas atrás, esta figura jurídica se refiere a que la acción de 

protección puede ser solicitada por cualquier persona que tenga la certeza de que se han 

vulnerado sus derechos constitucionales, “por lo que se deduce la idoneidad para la tutela de 

derechos” (Arichavala-Zúñiga y otros, 2020, pág. 181) 

 

De acuerdo con el marco jurídico vigente y la doctrina especializada la acción de 

protección es la vía idónea y eficaz para la protección de derechos constitucionales 

vulnerados, su fácil acceso y procedimiento sencillo permite que cualquier persona 

pueda comparecer ante el Juez para que de forma inmediata cese o repare la violación 

de un derecho constitucional. (Uquillas & Ponce, 2021, pág. 13) 

 

Las personas pueden accionar para reclamar sus derechos que ya han sido vulnerados, 

debido a la inobservancia de los postulados constitucionales, recurriendo a esta acción para que 

se reconozca que existió la vulneración o que aún se mantiene, buscando su cese para que se 

determine los mecanismos de reparación integral y a que institución le corresponde vigilar el 

cumplimiento de estas.  
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En lo que respecta a la naturaleza preventiva o precautoria del recurso, se utiliza para 

permitir que la jurisdicción constitucional intervenga a solicitud de una de las partes antes de 

que se produzcan los efectos o se concreten las consecuencias de la violación del derecho. En 

cuanto a la función reparadora, como su nombre lo sugiere, el Juez debe actuar para compensar 

o remediar el daño causado o consolidado, siempre y cuando sea posible corregirlo y devolver 

las cosas a su estado original.  

Un procedimiento contencioso en sentido estricto, sino que el Juez debería actuar de 

inmediato y tomando todas las medidas necesarias para evitar o mitigar el daño; pero en 

lugar de ello la existencia del requisito de la gravedad e inminencia del daño convirtió 

al recurso de amparo en un verdadero proceso contencioso donde la prueba de la 

inminencia y gravedad del daño se transformó en la verdadera razón de ser de un proceso 

que debía ser informal, rápido y ágil. (Ávila, 2008, pág. 96) 

 

El artículo 88 de la Constitución de la República del Ecuador del año 2008 expone que 

la acción de protección tiene la finalidad de amparar de manera directa y eficaz los derechos 

que se encuentran plasmados en la misma  supra norma, siempre que se evidencie que se han 

vulnerado los derechos Constitucionales por cualquier autoridad o persona particular, 

generando efectos en los bienes jurídicos amparados por los preceptos establecidos en la 

legislación. (Constitución de la República del Ecuador; 2008) 

 

La garantía debe funcionar para dar protección a las personas o grupos humanos que se 

encuentran en situación de violación de derechos. Conviene distinguir las acciones que 

tienen vías procesales ordinarias de aquellas que no la tienen, y que se conocen como 

derechos primarios o derechos contra poder, como hace la legislación desarrollada a 

partir de la Constitución de 2008. (Ávila, 2011, pág. 123) 
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Un Estado de derechos se caracteriza por considerar esencial la preservación de estos 

derechos al momento de interpretar y poner en practica cualquier disposición de la Constitución. 

En este contexto, la salvaguardia de los derechos debe servir como el principal criterio para 

aplicar la Constitución y resolver conflictos entre los ciudadanos. En resumen, hablar de un 

Estado de derechos implica utilizar y analizar la Constitución junto con todas sus instituciones, 

reglamentos y principios en constancia con los derechos que garantiza. 

 

Como se evidencia del estudio realizado la Constitución de la República reemplazó la 

figura del amparo por la acción de protección como mecanismo de garantías de 

derechos, dentro del nuevo modelo constitucional en el Ecuador, con la finalidad de 

lograr mayor eficacia en la defensa de los derechos de las personas, de este modo 

intentar hacer efectivo los nuevos postulados y paradigmas constitucionales. (Gordón, 

2013, pág. 71) 

 

 Los Jueces y Juezas tienen la obligación de argumentar sus resoluciones para evitar la 

discrecionalidad y la arbitrariedad correspondiendo al principio de motivación de las decisiones 

judiciales, en base al artículo 76 numeral 7 literal L, por ende, al conocer acciones de protección 

se debe tener en cuenta todos los lineamientos no solo constitucionales sino también legales de 

procedibilidad y legitimación pasiva, para que no existan controversias que puedan afectar a la 

administración de justicia. 

➢ Objeto de la acción de protección a partir de la jurisprudencia 

 

La acción de protección se define en el artículo 88 de la (Constitución de la República 

del Ecuador Registro Oficial 449, 2008) en donde se evidencia que esta garantía constitucional 

tiene por objeto tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la 

Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos constitucionales, 
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por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; contra políticas públicas 

cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos constitucionales; y cuando 

la violación proceda de una persona particular, si la violación del derecho provoca daño grave, 

si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o concesión, o si la persona 

afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o discriminación. (pág. 40) 

 

Complementando esta definición, el artículo 39 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional, dispone que la acción de protección tiene por objeto 

el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución y tratados 

internacionales sobre derechos humanos, que no estén amparados por otras acciones 

constitucionales. Pero la ley no se queda ahí, sino que establece además requisitos para su 

presentación y procedencia, siendo necesario para su presentación que se evidencia la existencia 

de la violación de un derecho constitucional. (Montaña, Aproximación a los elementos básicos 

de la acción de protección, 2012) 

 

Frente a estos requisitos de procedibilidad, la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional ha dispuesto varias causales de improcedencia que 

las tenemos incorporadas en el artículo 42, de las cuales las más relevantes son: que no exista 

vulneración de derechos constitucionales; que el acto administrativo que se demanda pueda ser 

impugnado en la vía judicial, salvo que se demuestre que la vía no fuere adecuada ni eficaz; y, 

que la pretensión del accionante sea la declaración de un derecho. (Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional Registro Oficial Suplemento 52, 2009) 

 

Además, la Corte ha señalado que la acción de protección tiene dos objetivos 

primordiales “la tutela de los derechos constitucionales de las personas, así como la declaración 
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y la consiguiente reparación integral de los daños causados por su violación” (Corte 

Constitucional, 2012).  

 “Por un lado, reafirma el hecho de que esta garantía constituye el instrumento básico e 

inmediato que consagra el ordenamiento jurídico para tutelar los derechos constitucionales de 

las personas o colectivos” (Montaña, Aproximación a los elementos básicos de la acción de 

protección, 2012, págs. 105-106). 

 

Se puede precisar además que la jurisprudencia ha recalcado que la acción de protección 

no procede para ejecutar normas del sistema jurídico, considerando además que los problemas 

de interpretación y aplicación de normativa legal no es un asunto que compete al fuero 

constitucional, pues, de hacerlo, la Corte enfrentaría un problema respecto de yuxtaposición de 

acciones, ya que es materia de conocimiento de una acción por incumplimiento, salvaguardando 

de esta manera la coherencia del sistema de protección de derechos en el Ecuador. (Corte 

Constitucional del Ecuador, 2013) 

 

➢ Eficacia de la acción de protección 

 

“La eficacia de la acción de protección no depende únicamente de su regulación formal, 

sino también de la voluntad política, la capacidad de los operadores jurídicos, la práctica 

jurídica, y el control que ejerza la Corte Constitucional” (López, 2018, pág. 173). La eficacia 

no se verifica solo con contemplar en la legislación el procedimiento para su tramitación, sino 

es evidenciar en la labor de análisis de los hechos fácticos, pruebas y lo que establece la 

Constitución e Instrumentos Internacionales. 

 

La Constitución de la República del Ecuador vigente desde el año 2008 establece que 

un caso no se cierra con la expedición de la sentencia sino con la reparación cabal de la violación 
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de derechos, es decir, no basta con reconocer que se violaron los derechos, sino que se debe 

garantizar su reparación (Ávila, 2011, pág. 123). 

 

La eficiencia depende de un uso deliberado de las herramientas disponibles para lograr 

un objetivo predeterminado. La eficiencia sólo existe cuando se alcanza el resultado deseado 

optimizando los recursos disponibles.  

 

Al referirse que la acción de protección es una garantía, que se activa con la acción u 

omisión de una autoridad pública no judicial que vulnera un derecho fundamental, se 

reconoce como un proceso constitucional de fondo, puesto que, al llevarse a cabo el 

control de constitucionalidad por parte del Juez, cuando se da la violación a un derecho 

fundamental, se declararía la misma. (Suárez, 2022, pág. 34) 

  

Según Kelsen, por ejemplo, la efectividad de una norma viene a depender de dos 

factores, el primero consiste en que las personas sometidas a la norma realicen lo que la 

norma dispone, esto es que adopten la conducta que evita la sanción y, el segundo, 

consiste en que la norma sea aplicada por los tribunales. (Kelsen, Teoría general del 

derecho y del Estado, pág. 30)  

 

 

La eficacia se relaciona con la consecución de los objetivos establecidos por el 

legislador, mientras que la efectividad se refiere al reconocimiento de las salvaguardias 

judiciales para su aplicación de manera inmediata y directa se evidencia en algunos casos que 

se ha logrado generar jurisprudencia vinculante en base a algunas acciones de protección que 

han sido de relevancia a nivel nacional para ser aplicada en los procesos similares. 
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1.1.3 Acción de protección y reparación integral 

 

Según la Constitución y las leyes, el propósito de todas las garantías judiciales, 

especialmente la acción de protección es corregir completamente el perjuicio causado como 

resultado de la actuación o negligencia de una autoridad pública no judicial o un individuo. En 

términos simples, la reparación integral implica restaurar las circunstancias previas a la 

violación del derecho en la medida de lo posible. En caso de que esto no sea factible, el objetivo 

secundario es remediar el daño causado, ya sea de naturaleza tangible o intangible, utilizando 

diversas vías, incluyendo la compensación económica. 

 

Se ha interpretado la noción de reparación de manera bastante estrecha. Los magistrados 

no han especificado las acciones de reparación y, en los casos en que lo han hecho, se 

han centrado exclusivamente en comprender las consecuencias económicas de la 

violación. La Constitución de 2008 establece la concepción de reparación integral, de 

igual modo como ha sido desarrollada por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos. (Ávila, 2011, pág. 123) 

 

La acción de protección no es residual porque genera consecuencia simultaneas, 

trayendo en algunos casos conflictos de competencias e inseguridad jurídica, “podría afirmarse 

que no existe razón alguna para pensar en una superposición de competencias, toda vez que, 

por un lado, el recurso subjetivo o de plena jurisdicción propende a la protección de derechos 

ordinarios o legales” (Alarcón, 2013, pág. 33) 

1.1.4 Derechos que protege la acción de protección 

Todos los derechos consagrados en la Constitución del Ecuador y en los acuerdos 

Internacionales que abordan los derechos humanos son respaldados, excepto aquellos derechos 

que se resguardan mediante procedimientos legales específicos, tales como el habeas corpus, el 
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derecho de acceso a la información pública, el habeas data, la acción por incumplimiento, la 

acción extraordinaria de protección y el recurso especial contra decisiones de la justicia 

indígena. 

 

Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la 

persona que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la 

responsabilidad por tales actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o 

judiciales, se repetirá en contra de ellos (Constitución de la República del Ecuador, 

2008) 

 

La acción de protección representa una salvaguardia equitativa y coherente con el 

sistema de Estado Constitucional de Derechos y Justicia vigente en Ecuador en la actualidad. 

En este contexto, la judicialización de los derechos posibilita la exigencia de su tutela efectiva. 

Para lo cual, se determina que, “su eficacia va a depender en gran medida del acuerdo uso que 

se le propicie de la necesidad necesaria constitucionalización del sistema de Justicia tema que 

tema que aún hoy 14 años después de la Carta Magna 2008 sigue siendo un reto”. (Trujillo y 

otros, 2019, pág. 381) 

La acción de protección se encuentra de acorde al modelo de Estado constitucional de 

derechos y de justicia, puesto que permite garantizar su efectivo goce, y al evidenciarse la 

vulneración de algún derecho reconocido por la Constitución, se pueda reclamar el mismo 

mediante una acción que se debe presentar de manera sencilla y clara, para que se comprendan 

las circunstancias de los hechos y cuáles derechos fueron vulnerados. De este modo, el Juez 

que conoce la acción de protección pueda reconocer la existencia de la vulneración de derechos 

y dicte las medidas reparatorias idóneas para el caso. 
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CAPITULO II 

2 MATERIALES Y MÉTODOS 

2.1 Tipo de investigación 

El presente estudio se llevó a cabo utilizando tanto enfoques cualitativos como cuantitativos. 

Esto se debió a que se examinaron los aspectos doctrinales relacionados con la acción de 

protección como una forma directa de garantía jurídica y su eficacia como un medio para 

proteger los derechos. Se aplicaron diversas técnicas para realizar esta evaluación, lo que resultó 

en un análisis descriptivo integral que abordó todos los elementos relevantes de la investigación. 

(…) se puede plantear un acercamiento a la temática de estudio mediante la aplicación 

de métodos o modelos mixtos, los cuales le otorgan la posibilidad de poder profundizar 

y comprender de mejor manera el fenómeno o situación estudiada. En este caso 

particular, priorizando la mirada de los sujetos participantes como un elemento clave 

para la construcción de conocimiento en un área específica, como fue el ámbito 

universitario, lo que permitió caracterizar al personal docente y el clima de aula. (Pereira, 

2011, págs. 26-27) 

La investigación mixta permite el acercamiento al fenómeno o problemática de manera directa, 

mediante la aplicación de técnicas para el logro de los objetivos formulados, puesto que el 

enfoque cualitativo permite realizar el análisis de información obtenida de diferentes fuentes 

sea documentales o empíricas, mientras que, el enfoque cuantitativo permitió obtener datos 

contables para fundamentar el presente estudio. 

2.2 Técnicas e Instrumentos de investigación  

 

➢ Revisión documental: Se revisó las fuentes de información en las que se obtuvo algunos 

casos, que se analizaron desde la aceptación de la acción de protección, reconociendo 
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los derechos vulnerados emitiendo las medidas reparatorias en favor de la víctima o de 

la accionante, permitiendo así que se tutele los derechos vulnerados en cada caso en 

concreto. Para aplicar esta técnica se hizo uso de la ficha de resumen, que permitió 

registrar los elementos más importantes de los casos analizados. 

 

➢ Entrevista: Esta técnica de investigación ha sido aplicada a tres jueces de la Corte 

Provincial de Imbabura y tres jueces de primera instancia, con el propósito de 

comprender el proceso mediante el cual se lleva a cabo la ejecución de la acción de 

protección, en situaciones en las que se constate la violación de los derechos 

constitucionales. Para aplicar la entrevista, se empleó como instrumento una guía de 

preguntas abiertas estructuradas, para cumplir con los objetivos de la investigación. 

 

➢ Encuesta: La encuesta se aplicó a 30 Abogados en libre ejercicio especialistas en 

derecho constitucional, aplicando un cuestionario de preguntas estructuradas cerradas, 

para identificar la percepción de la eficacia de la acción de proteccion como garantía de 

tutela de los derechos constitucionales. Aplicando el instrumento del cuestionario de 

preguntas cerradas, para obtener información relevante sobre la acción de protección en 

el contexto nacional. 

2.3 Preguntas de investigación y/o hipótesis  

¿La acción de protección es una garantía jurisdiccional directa y eficaz?  

¿Cómo garantiza la acción de protección los derechos constitucionales? 

2.4 Matriz de operacionalización de variables 

Tabla 1  

Matriz de operacionalización de variables



 
*En la tabla se muestra la matriz realizada en esta investigación



2.5 Participantes  

 

➢ Para la aplicación de la encuesta se consideró como población a 30 abogados en libre 

ejercicio que trabajan en el cantón Ibarra, mediante el uso de un cuestionario de 

preguntas cerradas, siendo el total de la población. 

➢ Para la aplicación de la entrevista se dirigió a cinco jueces de primer nivel de diferentes 

materias en el cantón Ibarra, siendo el total de la población, mediante la aplicación de 

la guía de preguntas. 

2.6 Procedimiento y análisis de datos 

 

 

➢ Revisión documental: Se analizaron cinco casos emblemáticos de acción de protección 

en el que se reconoció los derechos vulnerados emitiendo las medidas reparatorias en 

favor de la víctima o de la accionante. 

 

➢ Entrevista: Esta técnica de investigación ha sido aplicada a cinco Jueces de la Corte 

Provincial de Imbabura y tres jueces de primera instancia, con la finalidad de 

comprender cómo se realiza el procedimiento para que se aplique la acción de 

protección. 

 

➢ Encuesta: Para realizar el cálculo de la muestra se obtuvo los datos del Foro de 

Abogados de la provincia Imbabura, teniendo un total de 2777 abogados inscritos, 

obteniendo como muestra 95, conforme se muestra en la siguiente operación: 
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𝑛 =
𝑧2(𝑝)(𝑞)(𝑁)

𝑒2(𝑁 − 1) + 𝑧2(𝑝)(𝑞)
 

n = Tamaño de la muestra:  

N = Número de Población: 2777 

p = Probabilidad a favor: 0.5 

q = Probabilidad en contra: 0.5 

z = Nivel de Confianza 

e = Error de encuesta  

 

𝑛 =
(1.96)2(0.5)(0.5)(2777)

(0.1)2(2777 − 1) + (1.96)2(0.5)(0.5)
 

 

𝑛 =
(1.96)2(630.5)

(25.21) + (0,9604)
 

 

𝑛 =
2422.1288

26.1704
= 95                                         𝑛 ≈ 95 

 

CAPÍTULO III 

3 RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

 

3.1 Resultado de la revisión documental 

Tabla 1 

Revisión de los casos 



SENTENCIAS DE ACCIÓN DE PROTECCIÓN DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

No. Sentencia de acción 

de protección 
Resumen de la decisión de la Corte Medidas reparatorias 
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2 
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niña G.N.A  
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40 
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42 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

*Sentencias Obtenidas del Portal Web de la Corte Constitucional del Ecuador (2023). 



Análisis de los casos: 

La Corte Constitucional tiene la atribución de conocer estos casos antes mencionados 

con la finalidad de identificar los elementos más relevantes de la acción de protección y las 

medidas de reparación que se plasman en la sentencia, realizando un análisis de cada caso para 

determinar el correcto control constitucional en base a los derechos que contempla la 

Constitución.  

 

Al solicitar la acción de protección las víctimas tienen una pretensión clara que es el 

reconocimiento de los derechos vulnerados y el establecimiento de las medidas reparatorias o 

se dicte el cese de esta afectación. El proceso a seguir se encuentra simplificado, puesto que 

tienen una formalidad condicionada en la que no se debe cumplir con formalidades de manera 

concreta, sino que la descripción de las circunstancias y las personas involucradas o partes 

procesales, se encuentre individualizada y se comprenda de manera clara y precisa como se dio 

la vulneración y lo que se busca con esta acción. 

 

Para que los jueces o magistrados reconozcan la vulneración de los derechos 

constitucionales, realizan un análisis de los hechos fácticos y de la ley aplicable para el caso, 

enmarcando su análisis en un proceso de razonamiento que conlleva a establecer la admisión 

de la acción o en su defecto a rechazarla si se evidencia que no existe ninguna vulneración de 

derechos. 

Las medidas reparatorias contenidas en los casos antes referidos se evidencia la 

aplicación de la acción de protección, imponiendo el seguimiento del cumplimiento de estas 

medidas a diferentes instituciones públicas, principalmente a la Defensoría del Pueblo, para que 

se informe de su cumplimiento, sin embargo, cuando la parte obligada no cumple con las 
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medidas reparatorias las personas afectadas pueden recurrir a la acción por incumplimiento de 

para exigir el cumplimiento de las sentencias. 

 

3.2 Resultado de la entrevista 

Tabla 2  

Pregunta No. 1 

P.1: ¿Qué es la acción de protección y que derechos tutela? 

Entrevistado/a Respuesta 

Dr. Jaime Eduardo Alvear Las garantías jurisdiccionales son empleadas cuando 

se configuran en base a las circunstancias afectación de 

los derechos constitucionalmente reconocidos. La 

acción de protección es aplicable cuando exista una 

vulneración de derechos constitucionales, procede en 

contra de actos u omisiones de cualquier autoridad 

pública, no judicial. Cuando la vulneración de los 

derechos provenga de políticas públicas. 

Dr. Henry Franco Con un escrito dando a conocer las circunstancias de 

los hechos, para que el juez de primera instancia que a 

quien llega esta acción, pueda comprender como se dio 

la vulneración del o de los derechos constitucionales 

para establecer las medidas reparatorias.  

Dr. Alexis Simbaña 

Portilla 

Cuando exista una vulneración de derechos 

constitucionales y cuando la vulneración de derechos 

proceda de actos y omisiones de cualquier autoridad no 

judicial. 

Dra. Bella Pepita Garces Cuando se ha violado algún o algunos derechos 

constitucionales 

Dr. Freddy Sevillano Cuando se considera que se ha vulnerado algún 

derecho constitucional 

Fuente: Entrevistados 

Elaboración: Sánchez, 2023. 

 

 



 

 

45 

 

Análisis:  

Se realizó la entrevista a cinco jueces de diferentes materias, quienes señalan que la 

acción de protección constituye una garantía jurisdiccional, aplicable cuando exista una 

vulneración de derechos constitucionales, procede en contra de actos u omisiones de cualquier 

autoridad pública, no judicial procede también frente a la vulneración de los derechos provenga 

de políticas públicas. 

Tabla 3  

Pregunta No. 2 

 

P.2: ¿Cómo se determina la eficacia de la acción de protección? 

Entrevistado/a Respuesta 

Dr. Jaime Eduardo Alvear La eficacia de la acción de protección se encuentra 

implícita en el hecho de que se haya amparado o 

tutelado los derechos vulnerados, aceptando esta 

acción y estableciendo medidas reparatorias idóneas 

para el caso. 

Dr. Henry Franco Con respecto a la eficacia de la acción de protección, 

debemos comprender si esta garantía cumple sus 

fines, es decir, si alcanza a amparar de manera 

inmediata los derechos constitucionales vulnerados. 

En muchas de las sentencias de acción de protección 

se evidencia su aceptación y emisión de medidas 

reparatorias. 

Dr. Alexis Simbaña Portilla La acción de protección es eficaz si realmente cumple 

con sus elementos que lo constituyen, como expone 

la Constitución en su artículo 88, debe cumplir con el 

amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos 

en la Constitución. 
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Dra. Bella Pepita Garces La acción de protección es eficaz cuando el juzgador 

escucha a las partes procesales y realiza una correcta 

valoración de la prueba, posterior a ello decide si 

admitir esta acción o rechazarla.  

Dr. Freddy Sevillano Los jueces tenemos la obligación de analizar el caso, 

aplicar el razonamiento. Primero escuchamos a la 

parte accionante para conocer desde su postura cuales 

fueron los hechos y posterior a ello, se pronuncia la 

parte accionada, debiendo presentar los justificativos 

que correspondan. Permitiendo al juez efectuar una 

correcta valoración y análisis del caso, para decidir 

de manera motivada. 

Fuente: Entrevistados 

Elaboración: Sánchez, 2023. 

 

Análisis:  

Los entrevistados se pronuncia sobre la eficacia de la acción de protección, señalando 

que esta garantía es eficaz cumple sus fines, es decir, si alcanza a amparar de manera inmediata 

los derechos constitucionales vulnerados. En muchas de las sentencias de acción de protección 

se evidencia su aceptación y emisión de medidas reparatorias, si se incumplen estas medidas se 

debe presentar la acción de incumplimiento que constituye otra garantía jurisdiccional. 

Tabla 4  

Pregunta No. 3 

 

P.3: ¿A qué se refiere la formalidad condicionada de esta acción? 
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Entrevistado/a Respuesta 

Dr. Jaime Eduardo Alvear Se refiere a que solo debe constar los datos 

informativos como los nombres y apellidos de la 

persona o accionantes, así como los datos de la 

persona o personas accionadas. La descripción del 

acto y omisión violatorio del derecho que produjo el 

daño y el lugar donde se perpetro. 

Dr. Henry Franco Datos informativos, la exposición de los hechos e 

identificación del derecho constitucional vulnerado 

Dr. Alexis Simbaña Portilla La formalidad en cuanto a los elementos que debe 

tener esta acción, son más simples que las estructuras 

de otras demandas, se debe hacer constar los datos del 

accionante y del accionado, así como la 

identificación del derecho o derechos que han sido 

vulnerados 

Dra. Bella Pepita Garces Los establecidos en a la Ley Garantías 

Constitucionales 

Dr. Freddy Sevillano Es una acción informal y cabe todo tipo de prueba, su 

contenido no se encuentra sujeto a control, pero si 

debe contener algunas pautas esenciales como los 

datos de las partes procesales y la descripción de los 

hechos. 

Fuente: Entrevistados 

Elaboración: Sánchez, 2023. 

 



 

 

48 

 

Análisis:  

 Los entrevistados manifiestan que la formalidad condicionada de la acción de protección 

se refiere a que en la demanda debe constar los datos informativos de las partes procesales, y 

es necesario incluir en el documento una explicación detallada del acto o la falta que infringió 

un derecho y causo el perjuicio, así como la ubicación donde ocurrió esta transgresión, 

señalando claramente cual derecho se vulnero. 

Tabla 5  

Pregunta No. 4 

P.4: ¿Qué derechos tutela la acción de protección? 

Entrevistado/a Respuesta 

Dr. Jaime Eduardo Alvear Esta acción prospera cuando se han vulnerado 

derechos que se encuentran consagrados en la 

Constitución, es decir todo el catalogo de derechos, 

bajo ciertas excepcionalidades que se establece en la 

LOGJCC.  

Dr. Henry Franco Derechos Constitucionales 

Dr. Alexis Simbaña Portilla Todos los derechos consagrados en la Constitución.  

Dra. Bella Pepita Garces Todas las garantías y derechos constitucionales 

Dr. Freddy Sevillano Derechos humanos y constitucionales 

Fuente: Entrevistados 

Elaboración: Sánchez, 2023. 
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Análisis:  

 Por unanimidad los entrevistados mencionan que la acción de protección procede 

cuando existe la vulneración de derechos Constitucionales y los contenidos en Instrumentos 

Internacionales de Derechos Humanos.  

Tabla 6  

Pregunta No. 5 

P.5: ¿Cuáles son los antecedentes históricos de la acción de protección? 

 

Entrevistado/a Respuesta 

Dr. Jaime Eduardo Alvear La acción de protección se conocía en la anterior 

Constitución del 1998 como garantías de los derechos 

como el amparo, teniendo una tramitación 

completamente diferente a la que tenemos 

actualmente en esta Constitución. Esta Constitución 

del 2008 es la que cambia de denominación esta 

figura y se establecen otros lineamientos claros para 

su aplicación, así como su proceso simplificado. 

Dr. Henry Franco La acción de protección se contempla por primera 

vez en el Ecuador en el año 2008, pero esta tiene 

como antecedente el amparo de los derechos 

constitucionales, institución contenida en la 

Constitución del 98. Entendiendo así que la acción de 
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protección proviene de la evolución del derecho en 

base al desarrollo y necesidad social. 

Dr. Alexis Simbaña Portilla La acción de protección no es una figura nueva, 

porque esta se encontraba escrita en la Constitución 

anterior a la vigente que es la del 98 en la que ya se 

establecía la acción de amparo con algunos 

parámetros de aplicación, pero no como actualmente 

se la conoce y se la aplica. 

Dra. Bella Pepita Garces La acción de amparo es el antecedente principal de la 

acción de protección en el Ecuador, en énfasis a que 

en el año 1998 la Constitución Política del Ecuador 

se contempla como una acción para garantizar los 

derechos constitucionales. Teniendo grandes 

diferencias en la actualidad que esta acción se 

consolida como una garantía jurisdiccional para 

asegurar los derechos constitucionales 

Dr. Freddy Sevillano Sin lugar a duda, tiene muchos antecedentes esta 

figura jurídica principalmente que antes se 

denominaba como amparo constitucional, pero tenía 

otros elementos que permitieron visualizar y 

optimizar su aplicación, describiéndola actualmente 

como acción de protección. 

Fuente: Entrevistados 

Elaboración: Sánchez, 2023. 
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Análisis:  

 Los jueces entrevistados señalan que la acción de protección se encontraba plasmada en 

la anterior Constitución del 1998, como parte de las garantías de los derechos denominado el 

amparo, teniendo una tramitación completamente diferente a la actual Constitución que posee 

una aplicación simplificada. Con la Constitución del 2008 se cambia de denominación esta 

figura y se establecen otros lineamientos claros para su aplicación. 

  

3.3 Resultado de la encuesta 

1. ¿Considera usted que la acción de protección es una garantía eficaz para tutelar 

derechos?  

Figura 2 

Pregunta N°1 

 

Fuente: Encuestados 

Elaboración: Sánchez, 2023. 

 

Análisis: 

92%

8%

Acción de protección es una garantía eficaz 

para tutelar derechos

a) Si

b) No
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Se realizo la encuesta en la población de 95 abogados en libre ejercicio especialistas en 

derecho constitucional, en donde se obtuvo que la mayor parte de encuestados siendo el 92% 

quienes afirman que la acción de protección es una garantía eficaz para tutelar derechos. En 

concordancia con lo referido Zambrano &Gutiérrez (2021), exponen que esta garantía es un 

mecanismo procesal que permite salvaguardar los derechos contenidos en la Supra Norma, 

cuando existe una vulneración de estos, afectando a una o más personas.  

En el mismo énfasis, la Constitución de la República del Ecuador del año 2008, 

contempla un conjunto de derechos y garantías jurisdiccionales para su efectivización, para que 

se administre justicia cuando se demuestra la violación de estos derechos. 

 

2. ¿Es necesario que se presenten las pruebas al momento de formular la acción de 

protección como accionante? 

Figura 3 

Pregunta No. 2 

 

Fuente: Encuestados 

85%

15%

Presentación de las pruebas al momento de 

formular la acción de protección como 

accionante

a) Si

b) No
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Elaboración: Sánchez, 2023. 

 

Análisis: 

 

El 85% de los profesionales encuestados, indican que, si es necesario que se presenten 

las pruebas al momento de formular la acción de protección como accionante. Según Cevallos 

(2021), la prueba en la acción de protección tiene diferentes momentos, desde la conformación 

de la mismo y su práctica, en el proceso, teniendo en cuenta que la parte accionante es quien 

debe adjuntar y presentar la prueba en la audiencia, salvo en casos específicos que deba 

diligenciarse para obtener la prueba, o esta se encuentre en poder de la persona accionada; esta 

prueba se rige bajo la sana critica, y permite que el juzgado pueda decidir sobre el caso. 

3. ¿Cree Usted que la acción de protección se resuelve de manera inmediata? 

Figura 4 

Pregunta No. 3 

 

Fuente: Encuestados 

Elaboración: Sánchez, 2023. 

82%

18%

La acción de protección se resuelve de 

manera inmediata

a) Si

b) No
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Análisis: 

 

Se realizó la encuesta en la población de 95 abogados especialistas en derecho 

constitucional, en donde se obtuvo cerca de alcanzar la totalidad del 82% quienes consideran 

que la acción de protección se resuelve de manera inmediata. Para Arichavala et al. (2020), esta 

acción de protección se resuelve en la audiencia, en donde se determina la existencia o no de la 

vulneración de derechos constitucionales. En el mismo sentido, según Uquillas & Ponce (2021), 

la acció de protección es una vía adecuada para tutelar los derechos constitucionales que se ha 

demostrado que han sido vulnerados, procedimiento el juez a emitir en sentencia medidas 

reparatorias. 

 

4. ¿En qué casos puede presentarse la acción de protección? 

Figura 5 

Pregunta No. 4 

 

Fuente: Encuestados 

Elaboración: Sánchez, 2023. 

78%

14%

8%

Casos en los que se presentan la acción de 

protección

a)Autoridad pública no judicial; contra

políticas públicas; persona particular,

servicios públicos, delegación o concesión,

estado de subordinación, indefensión o

discriminación.
b)Autoridad pública, personas particulares y

servidores policiales

c)Si la persona afectada se encuentra en

estado de subordinación, indefensión o

discriminación o cuando es una persona

particular
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Análisis: 

 La mayoría de los profesionales entrevistados indican que se puede presentarse la 

acción de protección en caso de que la autoridad pública no judicial; contra políticas públicas; 

persona particular, servicios públicos, delegación o concesión, etc.; así conste en la 

Constitución de la Republica del Ecuador del año 2008 donde se expone que la acción de 

proteccion procede cuando se han vulnerado los derechos constitucionales por cualquier 

autoridad o persona particular, generando efectos en los bienes jurídicos protegidos por la 

legislación Ecuatoriana.   

5. ¿En qué tiempo máximo se convoca a la audiencia para tratar la acción de 

protección? 

Figura 6 

Pregunta No. 5 

 

Fuente: Encuestados 

Elaboración: Sánchez, 2023. 

 

Análisis: 

1%6%

93%

Tiempo máximo en el Juez califica la acción 

de protección

a) No se cuenta con el tiempo

máximo ni mínimo

b) No se cuenta con el tiempo

máximo

c) Dentro de 24 horas
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Según el 93% de los encuestados el tiempo máximo para la calificación de la acción de 

protección es 24 horas posteriores a su presentación. En base al artículo 13 de la Constitución 

de la República del Ecuador se evidencia que la calificación de la demanda se debe realizar 

dentro de las 24 horas desde su presentación, la cual debe contener la aceptación a trámite o en 

su defecto su inadmisión, pero con la debida motivación.  También debe contener el día y hora 

en que se efectuará la audiencia, en un término no mayor de tres días desde la fecha en que se 

calificó la demanda y se constatara la orden de correr traslado con la demanda a las personas 

que deben comparecer a la audiencia.  

 

Logro de los Objetivos Planteados 

 

Se revisó el el contenido teórico, normativo y jurisprudencial de la acción de protección 

en el Ecuador se desprende que la finalidad de esta figura jurídica es la identificación de los 

elementos más relevantes de la acción de protección y las medidas de reparación qué se plasman 

en la sentencia, realizando el análisis de cada caso para determinar el correcto control 

constitucional en base a los derechos que contempla la Constitución.  

 

Al solicitar la acción de protección las víctimas tienen una pretensión clara que es el 

reconocimiento de los derechos vulnerados y el establecimiento de las medidas reparatorias o 

se dicte el cese de esta afectación. El proceso a seguir se encuentra simplificado, puesto que 

tienen una formalidad condicionada en la que no se debe cumplir con formalidades de manera 

concreta, sino que la descripción de las circunstancias y las personas involucradas o partes 

procesales se encuentre individualizada y se comprenda de manera clara y precisa como se dio 

la vulneración y lo que se busca con esta acción. 
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Para que los jueces o magistrados reconozcan la vulneración de los derechos 

constitucionales, realizan un análisis de los hechos fácticos y de la ley aplicable para el caso, 

enmarcando su análisis en un proceso de razonamiento que conlleva a establecer la admisión 

de la acción o en su defecto a rechazarla si se evidencia que no existe ninguna vulneración de 

derechos. 

Las medidas reparatorias contenidas en los casos antes referidos se evidencia la acción 

de protección, imponiendo el seguimiento del cumplimiento de estas medidas a diferentes 

instituciones públicas, principalmente a la Defensoría del Pueblo, para que se informe de su 

cumplimiento, sin embargo, cuando la parte obligada no cumple con las medidas reparatorias 

las personas afectadas pueden recurrir a la acción por incumplimiento de para exigir el 

cumplimiento de las sentencias. 

 

Al presentar la acción de protección se sortea a un Juez de primer nivel tendrá 

conocimiento de la acción, quien debe convocar a audiencia y en la audiencia, en primer 

momento el Juez otorga la palabra a la parte accionante para que exponga los hechos y los 

argumentos que se plasmaron en la demanda y lo que se exige para cesar o reparar esta acción 

u omisión que afecto los derechos. 

 

La práctica de las pruebas en la audiencia de la acción de protección deberá ser 

presentada por la parte afectada o de ser procedente se solicita a la parte accionada a que 

justifique su proceder, en caso de no justificar y validarse la existencia de esta violación de 

derechos constitucionales se procederá a aceptar esta acción y emitir medidas idóneas para 

restituirlos. En caso de no contar con las pruebas en ese momento el juzgador solicitará la 

obtención de la prueba o que se realicen las diligencias necesarias en el término de ocho días 

para acceder a ella, y poder emitir una decisión razonable y motivada en base a lo que establece 

la ley.  
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En lo que se refiere a la naturaleza preventiva o cautelar del recurso, su propósito era 

que la jurisdicción constitucional, a solicitud de una de las partes involucradas, interviniera 

antes de que los efectos se materializaran o se hicieran evidentes las consecuencias de la 

violación de un derecho. En contraste, en lo que respecta a su carácter reparador, como su 

nombre lo sugiere, el juez tenía la responsabilidad de tomar medidas para compensar o 

solucionar un daño previamente causado o consolidado, siempre y cuando dicho daño pudiera 

corregirse, es decir, restaurar la situación anterior, ya que de lo contrario, se debía recurrir al 

procedimiento judicial ordinario. 

3.4 Respuestas a las Preguntas Directrices o de Investigación 

 

La acción de protección es una garantía jurisdiccional directa y eficaz, que cumple con 

su finalidad la cual permiten que se administre justicia ante la violación de derechos 

constitucionales. Esta garantía puede ser presentada sin necesidad del patrocinio de un abogado 

particular, pero en los casos analizados se evidencia que se inicia con la presentación de la 

acción con el patrocinio de los abogados particulares en su mayoría. 

 

La acción de protección garantiza el respeto de los derechos constitucionales, en razón 

de que el juez que conoce el caso, tiene la responsabilidad de dictar sentencia en favor de la 

persona accionante, estableciendo las medidas que servirán para restituir o reparar el daño 

causado a la víctima o persona afectada. 

 

 

 

 



 

 

59 

 

CONCLUSIONES 

 

1) Las garantías jurisdiccionales se han ido desarrollando y mejorando su descripción en la 

supra norma con la finalidad de amparar los derechos que han sido vulnerados o aún se 

encuentran siendo afectados, para reclamar su cese o reparación, tomando medidas 

inmediatas, cuando se presente la acción constitucional de acción de protección, la misma 

que en épocas pasadas tenía la denominación de acción de amparo. 

 

2)  En el año 1998 se evidenció que la acción de protección tenía otra denominación en la 

Constitución Política del Ecuador que era el amparo de los derechos, la cual permitía que 

cualquier persona por sus propios derechos o si se encontraba legitimado para ello, pudiera 

recurrir ante el órgano judicial para tramitar esta acción para que se tomaran medidas 

inmediatas. 

 

3) Se amplió el análisis sobre de la acción de protección, la cual permite garantizar los 

derechos constitucionales, actuando como un mecanismo idóneo para que se aplique 

cuando existen amenazas o violaciones de estos derechos. Para ello, también se revisó la 

naturaleza que permitió su creación y como ha venido evolucionando su aplicación en los 

últimos años, puesto que, su regulación se encuentra bajo la formalidad condicionada, para 

obtener mayor eficacia en la misma. 

 

4) La acción de protección como garantía jurisdiccional permite que cualquier persona de 

manera individual o en representación de un colectivo pueda actuar de forma inmediata 

para proteger los derechos constitucionales o bienes jurídicos protegidos por la ley, 

mediante su uso, para ello, es necesario presentar un escrito exponiendo los hechos, sin la 

necesidad de contar con el patrocinio del abogado, pero debe argumentarse correctamente 
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para comprender las circunstancias de los hechos e identificar de manera clara como suscitó 

esta vulneración. 

 

5) Al presentar la acción de protección se sortea a un Juez de primer nivel tendrá conocimiento 

de la acción, quien debe convocar a audiencia y en la audiencia, en primer momento el Juez 

otorga la palabra a la parte accionante para que exponga los hechos y los argumentos que 

se plasmaron en la demanda y lo que se exige para cesar o reparar esta acción u omisión 

que afecto los derechos. 

 

6) La práctica de las pruebas en la audiencia de la acción de protección deberá ser presentada 

por la parte afectada o de ser procedente se solicita a la parte accionada a que justifique su 

proceder, en caso de no justificar y validarse la existencia de esta violación de derechos 

constitucionales se procederá a aceptar esta acción y emitir medidas idóneas para 

restituirlos. En caso de no contar con las pruebas en ese momento el juzgador solicitará la 

obtención de la prueba o que se realicen las diligencias necesarias en el término de ocho 

días para acceder a ella, y poder emitir una decisión razonable y motivada en base a lo que 

establece la ley.  

 

7) En lo que se refiere al aspecto preventivo o de precaución, el recurso tenía la finalidad de 

permitir que la jurisdicción constitucional interviniera a solicitud de una de las partes antes 

de que los efectos se hicieran evidentes o se materializaran las consecuencias de la 

violación de un derecho. Por otro lado, en lo que respecta al aspecto reparador, como su 

nombre sugiere, el juez debía tomar medidas para compensar o corregir un perjuicio 

causado o consolidado, siempre y cuando dicho perjuicio pudiera ser remediado, es decir, 

si era posible restablecer las cosas a su estado previo. En caso contrario, se debía recurrir 

al proceso judicial ordinario.  
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8) La Corte Constitucional tiene la atribución de conocer estos casos antes mencionados con 

la finalidad de identificar los elementos más relevantes de la acción de protección y las 

medidas de reparación qué se plasman en la sentencia, realizando el análisis de cada caso 

para determinar el correcto control constitucional en base a los derechos que contempla la 

Constitución.  

 

9) Al solicitar la acción de protección las víctimas tienen una pretensión clara que es el 

reconocimiento de los derechos vulnerados, y el establecimiento de las medidas 

reparatorias o se dicte el cese de esta afectación. El proceso a seguir se encuentra 

simplificado, puesto que tienen una formalidad condicionada en la que no se debe cumplir 

con formalidades de manera concreta, sino que la descripción de las circunstancias y las 

personas involucradas o partes procesales, se encuentre individualizada y se comprenda de 

manera clara y precisa como se dio la vulneración y lo que se busca con esta acción. 

 

10) Para que los jueces o magistrados reconozcan la vulneración de los derechos 

constitucionales, realizan un análisis de los hechos fácticos y de la ley aplicable para el 

caso, enmarcando su análisis en un proceso de razonamiento que conlleva a establecer la 

admisión de la acción o en su defecto a rechazarla si se evidencia que no existe ninguna 

vulneración de derechos. 

 

11) Las medidas reparatorias contenidas en los casos antes referidos se evidencia la aplicación 

de la acción de protección, imponiendo el seguimiento del cumplimiento de estas medidas 

a diferentes instituciones públicas, principalmente a la Defensoría del Pueblo, para que se 

informe de su cumplimiento, sin embargo, cuando la parte obligada no cumple con las 

medidas reparatorias las personas afectadas pueden recurrir a la acción por incumplimiento 

de para exigir el cumplimiento de las sentencias. 
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12) El estudio involucró tanto métodos cualitativos como cuantitativos, ya que se examinaron 

los aspectos doctrinales y la efectividad de la acción de protección como una forma directa 

de garantía jurisdiccional de derechos. Esto se realizó utilizando diversas técnicas de 

análisis, lo que permitió caracterizarlo como un estudio descriptivo, ya que se consideraron 

todos los componentes esenciales de la investigación. 

 

13) La revisión documental se revisó las fuentes de información en las que se obtuvo algunos 

casos, que se analizaron desde la aceptación de la acción de protección, reconociendo los 

derechos vulnerados emitiendo las medidas reparatorias en favor de la víctima o de la 

accionante, permitiendo así que se tutele los derechos vulnerados en cada caso en concreto. 

Para aplicar esta técnica se hizo uso de la ficha de resumen, que permitió registrar los 

elementos más importantes de los casos analizados. 

 

14) La entrevista permitió se aplicó a tres jueces de la Corte Provincial de Imbabura y tres 

jueces de primera instancia, con la finalidad de comprender cómo se realiza el 

procedimiento para que se aplique la acción de protección, siempre que se evidencie que 

se violaron los derechos constitucionales, teniendo en cuenta el artículo 88 de la 

Constitución de la República. Para aplicar la entrevista, se empleó como instrumento una 

guía de preguntas abiertas estructuradas, para cumplir con los objetivos de la investigación. 

 

15) La técnica de la encuesta se aplicó a 95 Abogados en libre ejercicio especialistas en derecho 

constitucional, aplicando un cuestionario de preguntas estructuradas cerradas, para 

identificar la percepción de la eficacia de la acción de protección como garantía de la tutela 

de los derechos constitucionales. Aplicando el instrumento del cuestionario de preguntas 

cerradas, para obtener información relevante sobre la acción de protección en el contexto 

nacional. 
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RECOMENDACIONES 

 

1. Simplificar la presentación de la acción de protección, mediante un formulario en que 

las personas puedan acceder al mismo, sin necesidad de contratar los servicios de un 

abogado particular.  

2. Capacitar a todos los profesionales del derecho y estudiantes sobre la aplicación y 

trámite de la acción de protección para que puedan ejercer la profesión de manera 

adecuada y actúen en pro de los derechos. 

3. Difundir las estadísticas de las acciones de protección en instrumentos públicos, para 

que todas las personas tengan acceso a esta información para su conocimiento y así poder 

efectuar estudios relacionales estadísticos en los análisis cuantitativos que tienen 

también relevancia en el derecho. 

4. Impulsar a los estudiantes investiguen a profundidad la problemática formulada en las 

diferentes provincias del Ecuador, para tener cuantiosos aportes sobre la aplicación de 

la acción de protección y los derechos que protege. 
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ANEXOS 

 

Anexo No. 1 Entrevista 

UNIVERSIDAD TÉCNICA DEL NORTE 

 

FACULTAD DE CIENCIAS ADMINISTRATIVAS Y ECONÓMICAS 

CARRERA DE DERECHO 

 

TEMA: “La acción de protección como garantía jurisdiccional directa y su eficacia como 

mecanismo de garantía de derechos”. 

 

Autor: Emerson Sebastián Sánchez Haro 

Entrevistado/a: 

 

ENTREVISTA 

 

1. ¿Cómo se interpone una garantía jurisdiccional? 

2. ¿Ante quien se presenta la acción de protección? 

3. ¿Cuáles son los requisitos para la presentación de la acción de protección? 

4. ¿A qué se refiere la formalidad condicionada de esta acción? 

5. ¿Qué derechos tutela la acción de protección? 

6. ¿Cuáles son los casos más emblemáticos que conoce en los que se haya garantizado 

los derechos mediante la acción de protección? 
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Anexo No. 2 Encuesta 

 

UNIVERSIDAD TÉCNICA DEL NORTE 

 

FACULTAD DE CIENCIAS ADMINISTRATIVAS Y ECONÓMICAS 

CARRERA DE DERECHO 

 

TEMA: “La acción de protección como garantía jurisdiccional directa y su eficacia como 

mecanismo de garantía de derechos”. 

 

Autor: Emerson Sebastián Sánchez Haro 

Entrevistado/a: 

 

ENCUESTA 

1. ¿Considera usted que la acción de protección es una garantía eficaz para tutelar 

derechos? 

a) Si (   ) 

b) No (  ) 

2. ¿Es necesario que se presenten las pruebas al momento de formular la acción de 

protección como accionante? 

a) Si (   ) 

b) No (  ) 

3. ¿Cree Usted que, al ser accionante de una acción de protección, esta se resuelve de 

manera inmediata? 

a) Si  (   ) 



 

 

71 

 

b) No (   ) 

4. ¿En que casos puede presentarse la acción de protección? 

a) Autoridad pública no judicial; contra políticas públicas; persona particular, servicios 

públicos, delegación o concesión, si la persona afectada se encuentra en estado de 

subordinación, indefensión o discriminación.  (   ) 

b) Autoridad pública, personas particulares y servidores policiales.   (   ) 

c) Si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o 

discriminación o cuando es una persona particular.  (   ) 

5. ¿En qué tiempo máximo se convoca a la audiencia para tratar la acción de 

protección? 

a) No se cuenta con el tiempo máximo. (  ) 

b) No se cuenta con el tiempo mínimo. (  ) 

c) Término de ocho días. (   ) 

 

 

Anexo No. 3 Ficha de resumen de casos 

 

Número de Proceso: 

Garantía jurisdiccional  

Partes procesales  

Antecedentes del caso   

Sentencia  

Análisis del caso: 
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